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IN T R O D U C C I Ó N

L a  PARTICIPACIÓN CIUDADANA en los asuntos públicos, aquellos que tras­
cienden los estrechos y, las más de las veces, egoístas límites del ám bito 
natural de actuación de las personas consideradas individualm ente o en 
su núcleo familiar, es, en verdad, el acceso efectivo del ciudadano al ejer­
cicio de la democracia. Así com o hablamos de una justicia y de un siste­
ma de adm inistración de justicia concebidos teórica y legalmente para 
todos los habitantes de un país pero  al que sin embargo solo tiene acceso 
una m inoría de la población; puede decirse que la dem ocracia es, hasta 
ahora y en la m ayoría de los países, el sistema de gobierno que viene del 
pueblo, se ejerce en nom bre del pueblo y para beneficio del pueblo pero 
al que, lam entablem ente, tienen acceso muy pocos ciudadanos. Desde 
este punto  de vista, la lucha por y el logro de una participación creciente 
de los ciudadanos en el funcionam iento de las diversas instancias y órga­
nos del sistema político es una lucha por la realización plena de la dem o­
cracia.

La hipótesis general del presente enfoque es que, por una parte, la legi­
tim ación del sistema dem ocrático en nuestro tiem po, además de un ori­
gen legítimo y de ejecutorias que lo legitimen, depende de la m edida en 
que se faciliten y am plíen las fronteras de la participación ciudadana en 
el manejo, seguim iento y control de los asuntos públicos y, por la otra,
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que la suerte del proceso de descentralización se juega, en buena m edi­
da, en la capacidad que tengan los entes descentralizados para asegurar 
a las organizaciones de la sociedad civil y a los individuos el sentim iento 
de ser agentes del progreso y del destino de las com unidades a las que 
pertenecen.

El proceso de descentralización política y la profundización de la dem o­
cracia exigen, para su consolidación, una profunda tom a de conciencia 
por parte de los habitantes, de los dirigentes y de las instituciones del 
país así com o de los de cada Estado y M unicipio. En el caso específico 
de Venezuela, si cada una de las porciones que hoy constituye uno de sus 
Estados o M unicipios no logra convertirse, al mismo tiem po que se des­
concentra el poder, en un proyecto político con fuerza y características 
propias, correm os el riesgo de hacer de la descentralización una ficción. 
Por "proyecto político" entendem os a una form ulación coherente de p ro ­
posiciones sobre los problem as socio-económicos de la colectividad, así 
com o la m anera de encararlos y, obviamente, sobre el futuro del Estado 
y los M unicipios que lo com ponen. Es la form a de concretar el resultado 
de reflexiones, sueños y esperanzas para un territo rio  y la población que 
lo ocupa, establecidos no como el capricho o la ocurrencia afortunada 
de un líder, sino como la culminación de un exam en lógico de la realidad 
y del correspondiente proceso de participación de la com unidad en el 
que los ciudadanos hayan enjuiciado la situación de su en torno  y expre­
sado sus anhelos para el porvenir. En definitiva, se tra ta  de establecer un 
proyecto de com unidad con valores respetados y queridos por sus m o­
radores, definidos y construidos por ellos mismos, capaces de ser la guía 
tan to  de la acción de los poderes públicos estadales y locales com o de 
las iniciativas de los particulares.

Un Estado o un M unicipio que sean un artificio político o un capricho 
de la geografía pero  que carezcan de viabilidad económica, no pueden 
subsistir sino com o parásitos del presupuesto nacional o estadal. La de­
pendencia administrativa externa de cualquier entidad político-territorial, 
no solo anula en la práctica lo que la descentralización ha pretendido 
lograr en beneficio de ellas, sino que contribuye a profundizar el des­
aliento de la gente en la democracia y en sus posibilidades com o fórm ula 
ideal para hacer que las colectividades avancen, arm ónicam ente, hacia 
estadios de progreso y de bienestar material y espiritual.

Para rom per con el contrasentido de unos procesos electorales en los 
cuales los electores se abstienen más en las elecciones estadales y loca­
les que en las nacionales, hay que inducir que el ejercicio del poder y de 
la adm inistración pública en los Estados y M unicipios deje de ser una 
fórm ula abstracta, distante y sin contenido. El ciudadano tiene que sen­
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tir que cuando elige a una Jun ta  Parroquial, a un Alcalde, a un Concejo 
M unicipal, a un G obernador o a un Consejo Legislativo Estadal, no solo 
está escogiendo a un partido político o a un grupo electoral sino a perso­
nas con capacidad para atender la superación de los problem as en el 
ám bito territo ria l den tro  del cual ejercen sus funciones. D eben saber 
además, y sentir, cuál será la dirección que aquellos tom arán una vez 
electos y cuál el resultado que deben esperar, con el tiem po, de la aplica­
ción de los recursos a determ inados planes y program as, entre otras ra­
zones porque han tenido -o deberían haber tenido- algún grado de parti­
cipación en el diseño y articulación de los mismos. La falta de continuidad 
adm inistrativa, que es el más grande despilfarro de recursos y de tiem po 
en que pueden incurrir los gobernantes, tiene su explicación en la falta 
de planes y en la ausencia de participación ciudadana en los asuntos 
públicos. El vacío, en este caso, lo llena el funcionario que cree que el 
m undo com ienza y term ina con él, que considera que todo  lo pasado ha 
sido inútil y que piensa que el futuro sólo se asegura si sus ideas y capri­
chos son cumplidos. Después de todo, la dim ensión territorial de nues­
tras entidades federales y municipales y el núm ero de personas que en 
ellas habitan, son m agnitudes manejables sin m ayor com plicación. En 
cualquier Estado de Venezuela y, con seguridad, en cualquier M unicipio 
(salvo el caso de un grupo reducido de entidades), quienes en ellos vivi­
mos nos conocem os, sabemos lo que necesitam os y no es muy difícil 
ponernos de acuerdo sobre iniciativas de interés general, si existe la vo­
luntad política así como la com prensión de las lim itaciones y posibilida­
des para intentarlo.

Por esta razón creemos de utilidad explorar el ám bito conceptual de la 
participación ciudadana, sus potencialidades en el proceso de descentra­
lización y los obstáculos que pueden frustrarla. Ese es el orden que se­
guirem os en estas breves reflexiones y com entarios.

I. LOS AMBITOS DE LA PARTICIPACIÓN.
EL MARCO CONCEPTUAL.

I . I . Globalización y localización.

Los últimos veinticinco años del siglo X X  y el que va del siglo XXI han 
sido el m arco tem poral de un extraordinario  proceso político, económ i­
co, adm inistrativo, legal, etc. de carácter mundial que ha adoptado casi 
en todas partes una form a aparentem ente contradictoria. De una parte, 
la globalización o m undialización de las economías que, apoyada en la 
elim inación de las barreras proteccionistas entorpecedoras de la libre 
expansión de los m ercados y en un im presionante "boom" de innovado-
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nes tecnológicas, ha term inado por inducir cambios que conciernen a las 
realidades políticas de las naciones y de los Estados Nacionales. De la 
otra, un m ovim iento hacia lo local en el que el horizonte económ ico se 
reduce y se estrecha y sobre el cual gravitan barreras invisibles estable­
cidas por identidades que conectan a unos hom bres con otros, sin in ter­
mediaciones. Es que en la pequeña escala de lo local term inan por p re­
valecer el apego a usos, costum bres y formas productivas simples que 
están más cerca, o al menos así se percibe, de lo tradicional. Entre estos 
extrem os tiene lugar el rico y polifacético proceso que está definiendo 
en este entresiglos los límites de la acción hum ana en las diversas escalas 
de su actuación.

El porten to  de la revolución de las telecomunicaciones ha term inado por 
resolver esta aparente contradicción. Desde el hogar individual, la aldea, 
el barrio, el pequeño pueblo de provincia, o a partir de las sencillas orga­
nizaciones parroquiales y municipales, las com unicaciones ponen al al­
cance del hom bre inform aciones, adelantos tecnológicos y relaciones 
planetarias. Sin que muchas veces nos hayamos dado cuenta y casi cre­
yendo que el refugio familiar nos protege de los "peligros" del m undo, 
por las mismas ventanas por las que entran el aire y la luz que nos dan 
vida, penetra tam bién la realidad de lo que ocurre en todo el orbe. Por 
consiguiente, es la noción de esa "aldea universal" de que habla M arshall 
M e Luhan la que term ina por resolver la aparente contradicción. N o  se 
tra ta  de que se subsane por m edio de las comunicaciones lo que alguien 
podría tener com o un efecto indeseado de la dinám ica social de todos 
los países de la tierra, sino más bien de tom ar conciencia de que el ase­
guram iento del futuro pasa por la prom oción conjunta y sincronizada de 
ese doble m ovim iento hacia lo global y lo local.

Com o con acierto lo dice Sergio Boisier, "la globalización es un proceso 
m ultifacético que tiene características shum peterianas sim ultáneas de 
'creación' y de 'destrucción'". Apoyada en innovaciones tecnológicas, 
com o la m icroelectrónica, y en nuevas condiciones políticas com o es el 
nuevo orden internacional finalmente consolidado después de la G uerra 
del G olfo, crea nuevas estructuras políticas en una escala supranacio- 
nal, refuerza antiguas o nuevas estructuras a un nivel subnacional, m o­
difica el "discurso" de la política económica en todos los países, aum enta 
la incertidum bre y la turbulencia, provoca, dialécticam ente, en los indi­
viduos, el deseo de ser "universal" y la necesidad de ataduras e identida­
des "locales"1.

’."La geografía de la globalización: un único espacio y múltiples territorios" en: ANALES 
1: DESAFIOS Y PERSPECTIVAS DE LA DESCENTRALIZACION. Caracas, CLAD, 1997: 
p p .2 7 -2 8 .
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H ay países que al convertir este m ovim iento alterno en políticas de Es­
tado, com o es por ejemplo el caso de España, han logrado encontrar la 
salud perdida o la vitalidad quebrantada por desencuentros históricos, 
obteniendo, al mismo tiem po, un lugar en los procesos de integración 
que se están articulando en el m undo, un sentido coherente de lo nacio­
nal y una m anera enriquecedora de reconocer los particularism os eco­
nóm icos, políticos y culturales que existen dentro de su territorio .

1.2. Descentralización y Municipalización.

Aunque en el dom inio de la jerga política existe la tendencia a identificar 
lo "local" con lo "municipal", lo cierto es que la "localización" no es un 
sinónim o de "municipalización". Con todo  y que el M unicipio es, desde 
el punto  de vista político, la organización germ inal de los Estados m o­
dernos y así lo consagran buena parte de los textos constitucionales, la 
realidad term ina por ser m ucho más rica que el contenido que son capa­
ces de encerrar las norm as y los esquemas teóricos para interpretarla.

En el caso específico de Venezuela pesa, además, una tradición de m u­
chos años que el “impulso m unicipalizador" más reciente no ha logrado 
borrar. En efecto, hasta el m om ento en que existieron los "distritos" como 
los entes públicos en que se dividían los Estados, los M unicipios que los 
integraban eran, en la ley y en la práctica, la base de la estructura políti­
ca del país y la organización local por excelencia. Al desaparecer la "or­
ganización distrital" de los Estados y ser substituida por la "organización 
municipal", los antiguos M unicipios se convirtieron en Parroquias que, 
de esta m anera, pasaron a ser las estructuras locales del sistema político 
venezolano. Por o tra parte, la cuestión tiene que ver tam bién con la di­
m ensión geográfica, el peso poblacional de los M unicipios y la relación 
existente entre la adm inistración local o m unicipal y el tam año de la 
población del M unicipio o de la Parroquia2.

De la misma form a y casi por las mismas razones, la m unicipalización 
no es la descentralización, aún cuando este m ovim iento pueda encerrar 
a aquel. N o  son procesos idénticos pero apuntan en la misma dirección. 
Y debe tom arse conciencia de esta circunstancia para im pedir que pros­
pere la idea de que el desarrollo y fortalecim iento del M unicipio y de las 
instituciones m unicipales representa un peligro o una negación del p ro ­
ceso de descentralización que, al m enos en Venezuela, ha sido concebi­

2 Para mayor ilustración Cf. Andrew Nickson: "¿Hacia dónde se dirige el gobierno local 
en América Latina?: una perspectiva comparativa", en ANALES 1: DESAFIOS Y PERS­
PECTIVAS DE LA DESCENTRALIZACION. Caracas, CLAD, 1997: pp. 11-25.
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do básicamente en función de los Estados. Los G obernadores de Estado 
en Venezuela recelan, por una incorrecta visión del problem a, la fuerza 
e im portancia que pueden llegar a tener los Alcaldes, al igual que estos 
desconfían y se com portan cicateramente frente a las Juntas Parroquia­
les3. Las visiones parciales pueden term inar asfixiando la obligada com ­
prensión totalizadora del proceso, única garantía de su éxito y perdura­
bilidad.

1.3. La región y lo regional.

Desde el punto  de vista científico, el concepto de región es más preciso 
que el de Estado, D epartam ento o Provincia. M ientras que la noción de 
región tiene sólidos fundam entos en la geografía, la economía, la an tro ­
pología y la sociología; el ámbito del Estado, además del indudable an­
claje histórico, tiene su explicación en circunstancias de índole prevale­
cientem ente políticas. A la hora de determ inar los límites de los Estados 
y de la Provincias, tanto en la época colonial como en el período republi­
cano tuvieron m ucho que ver conveniencias adm inistrativas, intereses 
personales o la extensión del dom inio de caudillos regionales.

N os parece que este enfoque de la cuestión es interesante tenerlo  p re­
sente porque se hace un uso equívoco de los vocablos región y regional. 
Las más de las veces se las tom a como expresiones equivalentes a for­
mas de organización político-territorial convencionales. N o  solo se ha­
bla de organismos internacionales regionales (la C om unidad Económica 
Europea, el Pacto Andino, MERCOSUR, etc.) sino, por ejemplo, en el 
caso de Venezuela, se ha hecho habitual en el lenguaje político confun­
dir Estado y Región.

A hora bien, lo cierto  es que las fuerzas culturales que subyacen en el 
concepto de región van im poniendo tam bién su gravitación histórica. N o  
hay que olvidar que, por ejemplo en nuestro país, en la época en que la 
región y los regionalismos eran realidades que se integraban en la uni­
dad de una Venezuela que todavía no tenía vías de comunicación y en la 
cual las distintas zonas del territorio  no tenían una articulación física o 
económ ica, los venezolanos nos identificábamos como "centrales", "an­
dinos", "llaneros", "orientales", "guayaneses" o "maracuchos", nociones 
altam ente cohesionadoras desde el punto  de vista cultural, facilitadoras 
de una identidad que ayudó a preservar la integridad territorial y la so­

3 C£ "Foro Universitario: La crisis del Modelo Centralista de Estado" en PROVINCIA, 
Mérida, ULA, 1997, Primer Trimestre, Nos. 3 y 4: pp.6-10.
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beranía nacional. N o  se trata  de substituir al Estado por la Región. Am­
bas realidades pueden coexistir perfectam ente. En la m ayoría de los ca­
sos el ám bito regional es m ayor que el de los Estados, por tan to  lo que 
hay es que encontrar mecanismos capaces de facilitar salidas a los pun­
tos de estrangulam iento que pueden llegar a presentarse en el proceso 
de descentralización.

Desde la óptica de lo local, lo municipal, lo estadal y lo regional, en ten­
dido en sus especificidades, es m ucho más fácil arribar al descubrim ien­
to de las claves de la participación ciudadana en los asuntos públicos, 
frente a lo nacional o supranacional que actúan más bien com o factores 
de restricción o de inhibición de la participación de los individuos.

2. LAS FORMAS DE A  PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
Y LOS ESPACIOS PARA SU DESARROLLO.

La descentralización requiere, para hacerse una realidad irreversible, de 
la participación más decidida y entusiasta de las com unidades organiza­
das, A fortunadam ente, los entes descentralizados ofrecen una más va­
riada gama de opciones para la participación ciudadana que aquellos de 
rango nacional o internacional. El tam año del ám bito de la actuación 
cotidiana de los hom bres induce o inhibe su participación, más allá del 
dom inio privado o individual, según que sea más pequeño o más grande. 
Lo local, lo municipal, lo estadal y lo regional parecieran estar diseñados 
a la escala de los seres humanos.

Por o tra parte, en el caso de Venezuela, la descentralización aparece como 
el eslabón entre el cierre de un ciclo histórico y el com ienzo de otro. Son 
demasiado ostensibles los signos que m uestran que el m odelo de dem o­
cracia de partidos inaugurado el 18 de octubre de 1945 se agotó y m ien­
tras se perfila el m odelo que habrá de reem plazarlo, la descentralización 
ha aparecido com o la salida lógica, como la continuidad de procesos que 
se habían venido preparando en la realidad, muchas veces a contrapelo 
de la voluntad de los factores sociales y políticos dom inantes y que poco 
a poco han sido form alm ente asumidos en decisiones políticas, en leyes 
y en actos administrativos, aún cuando muchos de ellos luego se conviertan 
en letra m uerta.

Venezuela ha experim entado en el transcurso de los últim os setenta años 
un intenso proceso de urbanización. Se ha producido durante ese tiem ­
po una verdadera m udanza del cam po a la ciudad y, junto a ese fenóm e­
no, ha tenido lugar la mejora sensible de los sistemas de com unicación y 
de entrelazam iento de las distintas regiones del país, la expansión del 
sistema educativo que provocó un poco por todas partes la presencia de
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una masa crítica de recursos hum anos con un buen nivel de instrucción, 
con lo que la sociedad, en general, experim entó notables avances en la 
com prensión de su papel dentro del sistema político, en sus expresiones 
organizativas y en la valoración que tiene de esas organizaciones. Esos 
factores dieron com o resultado el establecim iento de condiciones para 
la im plantación de una vida m unicipal más vigorosa, avances en algu­
nos esfuerzos descentralizadores y desconcentradores que p repararon  
el terreno  para el m ovim iento que hoy tiene lugar (por ejem plo, la re- 
gionalización adm inistrativa, la creación de polos de crecim iento com o 
G uayana o el Zulia, y la autonom ía universitaria entre otros) y m ani­
festaciones relevantes en el dom inio  de la privatización de servicios 
(salud, educación, co rreos, policía , etc.). Todos estos an teceden tes 
perm iten  explicar la reacción forzada de la clase política nacional que, 
finalm ente, en 1989 dió el gran paso de crear el m arco legal de la des­
centralización.

A hora bien, la descentralización requiere de un nuevo liderazgo para 
cumplirse a cabalidad. Afortunadam ente, tal vez no haya m ejor am bien­
te que el que crea la propia puesta en m archa del proceso para ver apa­
recer ese liderazgo emergente, con características com pletam ente dife­
rentes de las de la vieja conducción. La nueva dirección social debe ejercer, 
en prim er lugar, un "liderazgo natural", es decir, producto  del respeto 
social por la trayectoria vital del líder (honorabilidad, honradez, hom ­
bre o mujer de trabajo, preocupado por los problem as de la colectivi­
dad, con sentido del equilibrio y de la tolerancia); en segundo lugar, debe 
tener la capacidad para la form ulación de proyectos, planes y program as 
técnicam ente concebidos, que partan de una evaluación de la realidad y 
que, por su coherencia y fuerza interior, sean capaces de lograr la adhe­
sión de la colectividad, y, finalmente, debe ser capaz de establecer una 
relación de tipo nuevo con los dirigidos, vale decir, con sentido autocrí­
tico y sin que su influencia dependa del logro de favores individuales o 
de algún tipo de recom pensa personal a expensas del Estado. En el nue­
vo tipo de relación se está buscando, al m enos por parte de la com uni­
dad, m ayor participación suya, más transparencia, un diálogo en lugar 
de un m onólogo y el rescate de ciertos valores com o, por ejem plo, el 
respeto recíproco, decir la verdad en todo m om ento, etc. En una socie­
dad más educada y mejor inform ada, los viejos atributos del líder (fé en 
sus decisiones más o menos sobrenaturales, en su sabiduría a toda p rue­
ba, en su infalibilidad, etc.) están cuestionados.

Es este conjunto de condiciones lo que puede revertir la tendencia a que 
se observe menos interés regional o municipal por la form a de participa­
ción por antonom asia que es el voto. Y es lo que puede perm itir que otras 
formas de participación ciudadana adquieran el rango que están llam a­
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das a tener. Las prácticas referendarias, la organización vecinal y la ri­
queza de formas de esta época que bien pudiéramos llamar de las “O N G ”; 
el control de la gestión pública y la intervención cotidiana de la ciudada­
nía en los asuntos políticos, adm inistrativos o de planificación, podrían 
convertir el proceso de descentralización en el laboratorio de la nueva 
dem ocracia que todavía un poco a tientas andam os buscando. H abría, 
por supuesto, que privilegiar o priorizar los espacios para el desarrollo 
de la participación ciudadana y nos parece que, además de la política, las 
áreas de la salud, la educación, la seguridad, la justicia (especialmente 
en su versión de la justicia de paz), los servicios de agua potable, el m a­
nejo de los desechos sólidos y la vivienda social, deberían ocupar los 
prim eros rangos a la hora de crear condiciones para la intervención so­
cial e individual en los asuntos públicos.

3. LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
EN LA LEGISACIÓN VENEZOANA.

La Constitución de la República de 1961 consagraba un m arco precario 
para la participación directa de los ciudadanos en la vida pública. Pese a 
ser el texto constitucional de más larga vigencia en la historia nacional y 
el que se elaboró poniendo todo el cuidado de que fuese un conjunto de 
norm as flexibles y aptas para servir de soporte al experim ento político 
de la democracia, en el ambiente intelectual dentro  del cual se redactó 
prevalecieron las ideas tradicionales sobre las form as de participación 
de la sociedad organizada en las cuestiones de gobierno. El voto es, para 
esa Constitución, la form a natural de participación y cualquier desarro­
llo de esa idea básica fue rem itida a la ley.

Algunos analistas de la Constitución de 1961 al hablar de otros m ecanis­
mos de participación que se encuentran en su tex to  los han llam ado "es­
pejismos representativos" para referirse al contenido de los artículos 109, 
165 y 246 que trataban, respectivamente, de la posibilidad de establecer 
cuerpos consultivos para oír la opinión de los distintos sectores socia­
les; la iniciativa popular de las leyes y el referendo en caso de reform a de 
la Constitución4. Hay otros com entaristas que piensan que la base cons­
titucional de la participación social en Venezuela en la Constitúción del 
61 es más am plia y que la misma está prevista, además de las disposicio­
nes señaladas antes, en los artículos 66, 67, 70, 71, 72 y 115 que hablan 
de la libertad de expresión, del derecho de presentar o dirigir peticio-

4 Cf. Julio César Fernández Toro: "De la democracia insuficiente a la democracia plena" 
en: UNA CONSTITUCION PARA EL CIUDADANO. Caracas, COPRE, 1994: pp. 117-118.
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nes, del derecho de asociación con fines lícitos, del derecho de reunión, 
de la protección de las asociaciones para la realización de los fines de la 
persona hum ana y del derecho de m anifestación5.

Lo cierto es que en la oportunidad en que el Congreso de la República 
tom ó la determ inación, en 1989, de revisar la C arta Fundam ental de 
1961, en vista de que se aproxim aba el trigésimo aniversario de su p ro ­
mulgación y al calor de los acontecim ientos políticos que aceleraron el 
pulso de la nación, a partir de ese año se adquirió la convicción de que la 
definición del sistema político venezolano era insuficiente en los térm i­
nos del texto de 1961. Se adoptó entonces una fórm ula en la que lo no ­
vedoso fue, precisam ente, la incorporación de la participación de m ane­
ra expresa. La redacción propuesta en lugar del texto del Artículo 3 de 
la Constitución derogada fue la siguiente:

"El Gobierno de la República de Venezuela es y será siempre democráti­
co, representativo, participativo, responsable y alternativo"

Y como para que no quedaran dudas de la intención del legislador, en los 
debates que tuvieron lugar en las Cámaras, en el transcurso de 1992, se 
propuso m odificar tam bién el contenido del Artículo 4 de la an terior 
Constitución, de m anera que quedara explícito que "la soberanía popu­
lar se ejerce directam ente en la form a prevista en esta Constitución y en 
las leyes, e indirectam ente, m ediante el sufragio por los órganos del Po­
der Público"6.

En la misma onda del frustrado proyecto de reform a de la Constitución 
de 1992, aunque a fuerza de empujones, el Congreso, a fines de 1997 
sancionó la reform a de la Ley Orgánica del Sufragio que pasó a denom i­
narse "Ley Orgánica de Elecciones y Participación Política". En este tex­
to  se dan pasos de avance hacia la ampliación de la participación en dos 
direcciones: la búsqueda, aún inacabada, de un mecanismo de persona­
lización creciente del voto que haga el acto del sufragio más individual, 
más consciente, más responsable y más independiente; y la consagración 
del sistema referendario consultivo de tal m anera que m ediante decisión 
del Congreso de la República, del Presidente en Consejo de M inistros, o

5 Cf. Adela Abbo de Calvani: LAS BASES DE LA PARTICIPACION SOCIAL EN VE­
NEZUELA (Vol. I). Caracas, Centro de Promoción del hombre (Prohombre), 1986: 
pp. 21 y sigs.
6 Cf. Humberto Njaim: "Participación y referéndum: política y derecho comparados en 
los casos de Venezuela, Colombia, España e Italia, en: EL NUEVO DERECHO CONSTI­
TUCIONAL LATINOAMERICANO (Vol. I). Caracas, COPRE (conjuntamente con 
Konrad Adenauer Stiftung, CIEDLA y Asociación Venezolana de Derecho Constitucio­
nal), 1996: p. 160.
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a solicitud de un núm ero de electores pueda someterse a referéndum  de 
cuerpo electoral decisiones de especial trascendencia nacional7. M e ubi­
qué, muy a mi pesar, entre los que no se hicieron muchas ilusiones sobre 
las resultas de la reform a electoral. En los últimos tiem pos se ha hecho 
costum bre en el país reform ar la ley electoral antes o después de los di­
versos procesos comiciales y, en el caso de m arras, muy pronto  com en­
zaron a oírse quejas de las manipulaciones partidistas para escam otear 
legítimas esperanzas de dem ocratización del sistema electoral venezola­
no. En todo caso, registramos el hecho de que la clase política venezola­
na, más por las presiones que de grado, como ha ocurrido en otros do­
minios, se vio obligada a abrir una ventana a los planteam ientos sociales 
que procuran una m ayor participación de los ciudadanos en los asuntos 
que tienen que ver con el destino de la nación y de la democracia.

Y en o tro  proyecto, ya sancionado y prom ulgado, el "Código O rgánico 
Procesal Penal", inscrito en el conjunto de iniciativas propiciadas por la 
convicción de reform ar el sistema de adm inistración de justicia venezo­
lano, se abrió, com o en otros países, una puerta para la participación 
ciudadana. "En este sentido el legislador venezolano, incorporó aspec­
tos del denom inado "escabinado", m odelo adoptado por las más influ­
yentes naciones europeas, entre ellas Alemania y que se caracteriza por 
la integración del Tribunal con jueces populares o legos electos por la 
com unidad, conjuntam ente con jueces profesionales..."8.

En la “Ley Orgánica de Descentralización, Delim itación y Transferencia 
de Com petencias del Poder Público”, prom ulgada en diciembre de 1989 
y que es la llave legal que abrió el proceso de descentralización en el país, 
se estableció en el artículo 25 que "en cada Entidad Federal se creará un 
Com ité de Planificación y Coordinación presidido por el G obernador e 
integrado por su tren  ejecutivo estadal, los Alcaldes y por los jefes de las 
oficinas nacionales y organismos regionales con jurisdicción en el Esta­
do a fin de garantizar la necesaria coordinación, planificación, evalua­
ción y control de los program as y acciones que se ejecuten en la Entidad 
Federal" y, en su único aparte, consagra que "el G obernador dictará el 
reglam ento de dicho comité v podrá organizar su funcionam iento inter-

7 Cf. a) Orlando Contreras Pulido: "Elecciones y Participación Política", en: PROVIN­
CIA, Mérida (Venezuela), 1997, Primer Trimestre, Nos. 3 y 4, pp. 18 y 19 y b) Luis 
Enrique Useche Díaz: "El régimen electoral local. Los partidos políticos y la descentra­
lización como alternativa", en: PROVINCIA, Mérida (Venezuela), 1997, Primer Tri­
mestre, Nos. 3 y 4, pp. 30-37, y c) Proyecto de Ley Orgánica de Elecciones y Participa­
ción Política.
8 Magaly Vásquez G. y Jesús María Manzaneda Mejía: EL NUEVO PROCESO PENAL 
VENEZOLANO. Caracas, COPRE, 1996: pp. 39-40.
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no por m aterias o ramas de actividad, com o tam bién podrá establecer la 
participación en el Com ité de los Parlam entarios N acionales y de los 
sectores económ icos, sociales, laborales y culturales de la com unidad" 
(Subrayado nuestro). A decir verdad, este mecanismo de participación, 
gracias en parte a la redacción ambigua que com bina el m andato de es­
tablecer un organism o estadal de planificación y coordinación con la 
potestad otorgada al G obernador de integrarlo o no con representantes 
de la com unidad, ha hecho de esa posibilidad letra m uerta, a pesar del 
reclam o que muchas personas hemos interpuesto para que se convierta 
en lo que pudiera llegar a ser una de las más interesantes experiencias de 
la descentralización. Sobre todo , porque de acuerdo al contenido del 
Artículo 26 de la misma ley, "el G obernador del Estado dirigirá a través 
del Com ité de Planificación y Coordinación el proceso de elaboración 
del Plan de D esarrollo del Estado, del Plan O perativo Anual y del Presu­
puesto Anual, estableciendo la debida coherencia y coordinación con los 
planes correspondientes a nivel nacional".

Lástima que hasta ahora esta posibilidad se haya perdido en los vericue­
tos de las m anipulaciones partidistas o encerrada en la caja negra en la 
que los gobernadores guardan cualquier iniciativa que en su subjetiva 
opinión ponga en duda o arriesgue su posición de prim a donna en los 
territo rios que gobiernan.

Un capítulo com plem entario  de esta ley lo representa  el conjunto  de 
decretos reglam entarios de la misma, dictados en el transcurso de 1993 
durante el gobierno de transición presidido por el Dr. Ram ón J. Veláz- 
quez, bajo la dirección del Dr. Alian Brewer Carias, a la sazón designado 
M inistro de Estado para la Descentralización. En particular, el decreto 
N úm ero 3.085 que establece el "Reglamento parcial N úm ero 2 de la Ley 
Orgánica de Descentralización, Delim itación y Transferencia de C om ­
petencias del Poder Público sobre los mecanismos institucionales para la 
descentralización de la adm inistración pública" pauta en su artículo 11 
que “los Organismos Regionales de Planificación y Desarrollo, en el marco 
de la descentralización deberán: ... 5) D ar apoyo a la sociedad civil para 
su incorporación y participación en el proceso de descentralización"9 y 
el D ecreto N úm ero  3184 10 que estatuye el “Reglam ento Parcial de la 
Ley de Protección al Consum idor y de la Ley Orgánica de Descentrali­
zación, Delim itación y Transferencia de Com petencias del Poder Públi­
co sobre encom ienda a los G obernadores de Estado y sobre delegación 
a los gobiernos municipales de las atribuciones de fiscalización y control

9 Cf. República de Venezuela, Gaceta Oficial No. 35268 del 05/08/1993.
10 Dictado «el 07 de octubre de 1993.
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del alza indebida de precios y protección a los consum idores” estipula 
norm as para  apoyar a las Asociaciones de Consum idores m ediante el 
desarrollo de program as educativos, de orientación, de inform ación y de 
asesoram iento para que puedan actuar con eficacia com o auxiliares de 
la policía de precios.

Venezuela cuenta desde 1993 con una "Ley Orgánica de Justicia de Paz" 
que debió sufrir, com o muchas otras leyes de im portancia sancionadas 
en los últim os tiem pos, una reform a en 1994, antes de su entrada en vi­
gencia. A este texto  se llegó por esos extraños vericuetos a que nos tiene 
acostum brados la clase política de nuestro país, más afanosa de actuali­
dad por efectismo que por convicción, en m edio de la lluvia de críticas 
que no cesa sobre el sistema de adm inistración de justicia nacional. En 
un esfuerzo m aratónico del Parlam ento que estaba a punto  de concluir 
su período constitucional, se logró im poner, casi po r sorpresa, la justicia 
de paz en una ley que reúne estupendas características. Entre esos ras­
gos m erecen ser destacados el de ser el prim er acto de descentralización 
del Poder Nacional hacia el M unicipio y el de representar, al m enos en 
teoría, la posibilidad de una magnífica oportunidad para la práctica coti­
diana de la participación, aparte de tener la potencialidad de convertirse 
en una contribución señera a la reform a de la adm inistración de justicia 
desde una óptica diferente a la de las propuestas tradicionales.

En efecto, la Ley Orgánica de Justicia de Paz es, de hecho y aún cuando 
ese no haya sido su propósito, un instrumento de fortalecimiento del p o d ft 
local. Prim ero, porque en su origen es una justicia de la com unidad (el 
juez de paz es elegido por los vecinos); lo es en su funcionam iento (pues 
la com unidad está obligada a cooperar con el juez de paz en el desem pe­
ño de sus funciones), y en el control de su adm inistración (la com unidad 
tiene la facultad de revocar el m andato  del juez de paz den tro  de las 
condiciones establecidas en la ley). En segundo lugar, porque la ley con­
sagra la m unicipalización de esta form a de adm inistrar justicia, pues más 
que una "materia", un "servicio" o una "competencia", ella ha transferido 
al M unicipio parte de una "función" hasta entonces reservada al Poder 
Nacional en exclusividad. En tercer lugar, la Ley Orgánica de Justicia de 
Paz pauta la municipalización del sistema electoral venezolano pues ya 
no será el Consejo Nacional Electoral el organism o que regirá la elec­
ción del juez de paz sino el Concejo M unicipal de cada M unicipio m e­
diante ordenanza dictada al efecto.

Desde o tro  punto  de vista, la Ley Orgánica de Justicia de Paz constituye 
un m arco destacado para el repensam iento y reconstitución de nuestra 
dem ocracia, objetivo que solo es posible si hacemos de los M unicipios, 
de verdad y no en el papel, las células germinales de la dem ocracia, vale
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decir, la personificación del poder más cercana a los ciudadanos. En esta 
dirección, la justicia de paz representa una form a de educación social 
(comunitaria) para vivir en un Estado de derecho y la ley que ha creado 
la institución, junto con la Ley Orgánica de Régimen M unicipal perm i­
ten prefigurar, en cada M unicipio y en pequeño, a los Poderes Públicos 
Nacionales. Ahora existe o puede llegar a perfilarse en cualquier M uni­
cipio un Poder Ejecutivo (el Alcalde), un Poder Legislativo o' deliberativo 
y de control (el Concejo M unicipal) y un Poder Judicial (el Juez de Paz). 
Todo esto, considerado en conjunto, revela que la Ley Orgánica de Jus­
ticia de Paz puede ser en la práctica un poderoso inductor de cambios, si 
somos capaces de imaginar una perspectiva tem poral de m ediano y lar­
go plazo.

Hay que admitir, sin embargo, que hasta ahora, en más de ocho años de 
vigencia que tiene la Ley Orgánica de Justicia de Paz, el desinterés de los 
Alcaldes y de los Concejos M unicipales por llevarla a la práctica ha sido 
patente, salvo contadas excepciones. Debe convenirse en que algún gra­
do de responsabilidad en ese resultado tienen las comunidades que por 
ignorancia o desinterés han sido espectadores de piedra frente a la vi­
gencia de la ley.

Ahora bien, donde en nuestra opinión se encuentra un potencial, toda­
vía inexplorado, para establecer sólidas bases a la participación cotidia­
na en los asuntos del gobierno de la sociedad, es en lo que genéricam en­
te pudiéram os llam ar la capacidad legislativa o de regulación de los 
Estados y de los M unicipios. Estamos hablando de las posibilidades de 
desarrollo que dan, por una parte la Ley Orgánica de Régimen M unici­
pal y, por la otra, la facultad constitucional dada a cada Estado de dictar 
su propia constitución así como dictar el conjunto de leyes que perm iti­
rán la organización de los poderes públicos estadales y, a los M unicipios, 
el poder de regular la vida municipal m ediante ordenanzas.

La Ley Orgánica de Régimen M unicipal estipula, de m anera general, que 
las entidades locales se regirán por la Constitución de la República, por 
las previsiones que la misma ley consagra, po r las leyes que dicten las 
Asambleas Legislativas (hoy Consejos Legislativos Estadales) y po r lo 
establecido en las ordenanzas y demás instrum entos jurídicos m unicipa­
les11. Aparte de disposiciones varias en su texto, el T ítulo X tutela espe­
cíficamente lo concerniente a la participación de la com unidad. Allí en­
contram os ratificada en prim er lugar, la form a de participación por 
antonomasia, la de elegir y ser elegido, pero, además un conjunto de dispo­

11 Cf. Venezuela, Ley Orgánica de Régimen Municipal, Título II, Capítulo I, Art. 14.
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siciones que ofrecen las más grandes posibilidades a la participación de 
los ciudadanos como la obligación de sum inistrar inform ación a la ciu­
dadanía, el reconocim iento del acceso de las personas a los archivos y 
registros municipales, el derecho de participar bajo ciertas reglas en las 
reuniones de los Concejos M unicipales, el derecho de obtener respues­
ta, el derecho a organizarse vecinalm ente, el derecho de presentar p ro ­
yectos de ordenanzas sobre las más diversas materias de la vida m unici­
pal. Por supuesto, está establecido el referéndum  consultivo sobre las 
ordenanzas que el M unicipio adopte, salvo excepciones, y existe el refe­
réndum  revocatorio del m andato del Alcalde, aún cuando los ciudada­
nos no tienen la iniciativa legal para provocarlo. Sin embargo es de lo 
más am plia la posibilidad para los vecinos de in tegrar las comisiones 
perm anentes de los cabildos y de participar en las im portantísim as ta­
reas de inspección de los servicios municipales.

En cuanto se refiere a las facultades legislativas de los Estados, puede 
decirse que desde 1990 se inició en casi todas las Asambleas Legislativas 
de las entidades federales un m ovim iento destinado a renovar las Cons­
tituciones de los Estados a la luz de las leyes que habían dado inicio al 
proceso de descentralización. Con diferencias marcadas por las m otiva­
ciones políticas de los gobiernos estadales de diversos signos surgidos 
en las elecciones de 1989; por la calidad de las asesorías especializadas 
requeridas por los Parlam entos y Gobiernos Estadales, y por el grado de 
influencia derivado de los trabajos de revisión de la Constitución de la 
República iniciados en 1989; en las exposiciones de m otivo, en los p ro ­
yectos y en los textos constitucionales finalmente adoptados por los Es­
tados, se encuentra un rico material que no hace sino m ostrar el po ten­
cial que existe en las entidades federales y municipales para im pulsar y 
profundizar el proceso de participación ciudadana en la renovación de­
m ocrática del país. En contrapartida, aún cuando ello no es responsabi­
lidad de la descentralización, tendríam os que señalar que en los Estados 
y M unicipios se están refugiando muchas de las prácticas malsanas que 
el viejo partidism o experim entó durante muchos años a nivel central. Y 
a pesar de que en la esfera del Poder Nacional esas prácticas están sien­
do enfrentadas con diferente suerte y que la dinám ica política les tiene 
reservada su m uerte a plazo, la m añosería de una acción política sin vue­
lo ni imaginación intenta levantar barreras artificiales en las entidades 
federales y municipales para prolongar la existencia de un estilo de ha­
cer política que ya no soporta más pruebas de la realidad ni merece más 
oportunidades por parte de la historia.
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N o obstante, de la revisión de algunos de esos tex to s12 puede hacerse 
la siguiente enum eración  de logros en el largo y dificultoso  esfuerzo 
de ensanchar el cam ino para  la participación  ciudadana en los asun­
tos públicos:

1) Conferim iento de la condición de "participativo" en la definición del 
régimen político del Estado (Proyecto de Constitución del Estado Zulia; 
Proyecto de Reform a de la Constitución del Estado Carabobo; Proyecto 
de Constitución del Estado Aragua).

2) Consagración a favor de los ciudadanos del derecho político de parti­
cipar en el Gobierno y en la dirección de los asuntos públicos del Esta­
do, directam ente o por m edio de representantes efectos (Proyectos de 
Constitución de los Estados Aragua y Bolívar).

3) Consagración de la "Consulta Popular” Dem ocracia Participativa" o 
"Participación democrática" m ediante el sistema de referendos (Consti­
tuciones de los Estados M érida y Táchira; Proyectos de Reform a de las 
Constituciones de los Estados Carabobo y Aragua).

4) Establecim iento como com petencia del Estado de "el fom ento de la 
organización social del pueblo y la prom oción de la participación de los 
ciudadanos en el proceso de form ulación, tom a y ejecución de las deci­
siones estadales (Proyecto de Reform a de la C onstitución del Estado 
Bolívar).

5) El derecho de la sociedad civil organizada del Estado, por órgano de 
sus representantes y directivos, de participar con derecho a voz en las 
deliberaciones y sesiones de la Asamblea Legislativa (hoy Consejo Le­
gislativo) y de sus Comisiones, conform e a la Ley (Constitución del Es­
tado  M érida) o m ediante la designación de representantes perm anentes 
de las organizaciones de trabajadores, de empresarios, de colegios p ro ­
fesionales, de las universidades e instituciones de educación superior y 
de los M unicipios (Proyecto de Reform a de la Constitución del Estado 
M érida).

6) La potestad de la Asamblea Legislativa (Consejo Legislativo) de adop­
tar norm as y procedim ientos que prom uevan la descentralización, la 
desconcentración adm inistrativa y la participación ciudadana y de las 
organizaciones vecinales en la vida política del Estado y en el proceso de

12 Hemos tenido a la vista y consultado; a) Constitución del Estado Mérida, (1995); Pro­
yecto de Constitución dei Estado Zulia (1993); c) Constitución del Estado Carabobo 
(1991); d) Proyecto de Reforma General de la Constitución del Estado Carabobo (1994); 
e) Proyecto de Constitución del Estado Aragua (1994); f) Proyecto de Constitución del 
Estado Bolívar (1994); g) Constitución del Estado Táchira (1-993).
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form ulación y ejecución de las decisiones estadales (Constitución de] 
Estado M érida y Proyecto de Reform a de la Constitución del Estado 
Bolívar).

7) Reconocim iento de la iniciativa popular en el proceso de form ación 
de las leyes (Todas las Constituciones Estadales).

8) O torgam iento de rango constitucional al Com ité de Planificación y 
Coordinación del Estado, contem plado en la Ley Orgánica de Descen­
tralización, Delim itación y Transferencias de Com petencias del Poder 
Público (casi todas las Constituciones Estadales).

9) Imposición al G obernador del deber de "promover la participación de 
las sociedades interm edias y de la com unidad en general, en la form ula­
ción y ejecución de las decisiones del G obernador" (Constitución del 
Estado M érida) o de "promover la participación de los grupos organiza­
dos de la com unidad y de los M unicipios en la form ulación, tom a y eje­
cución de las decisiones de com petencia estadal" (Proyecto de Reform a 
de la Constitución del Estado Bolívar).

10) Establecim iento del referéndum  para evaluar la gestión del G ober­
nador y, eventualm ente, revocar su m andato (Proyecto de Reform a de la 
Constitución del Estado Bolívar).

Por lo demás, puede decirse que las iniciativas en el campo de la partici­
pación no han cesado de producirse y a este respecto vale la pena subra­
yar, por ejem plo, que en el Estado Lara llegó a prom ulgarse una Ley de 
Participación Ciudadana.

Sobre la base de toda esta experiencia hay que inscribir el tratam iento 
dado a la participación ciudadana por la Constitución de 1999. El im­
pulso constitucional dado a la participación ciudadana por la Asamblea 
Nacional Constituyente difícilmente se puede com prender si no se tiene 
en consideración el proceso de amplificación de la dem ocracia venezo­
lana dado en la década anterior a la prom ulgación de la vigente Consti­
tución. Sin mezquindades hay que reconocer, aún cuando todavía sea una 
expresión sobre el papel, que la reform ulación del sistema legal del país 
que debe ser cum plido por m andato de la nueva Constitución, encontra­
rá en el tex to  de ésta una sólida base para potenciar todavía más la par­
ticipación ciudadana en los asuntos públicos y en el destino de la dem o­
cracia venezolana. Lo mismo puede decirse, con mucha más propiedad 
todavía, del inm inente m ovim iento de revisión de las Constituciones de 
los Estados y de la legalidad municipal.

En una revisión ligera del texto  constitucional actual encontram os, ade­
más del Preám bulo, por lo menos trein ta (30) disposiciones que hacen
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referencia directa a la cuestión de la participación ciudadana. Por una 
parte se conservan las formas tradicionales de la participación (concep­
to de soberanía (Artículo 5), el sufragio (Artículo 63), los derechos de 
asociación (Artículo 67), de m anifestación (Artículo 68), etc . . .)  y, por la 
otra, se incorpora un vasto panoram a de posibilidades que nos atreve­
mos a calificar de carácter program ático. El gobierno de la República, 
además de dem ocrático, electivo, descentralizado, alternativo, respon­
sable, pluralista y de m andatos revocables, pasa a ser partidpativo  (Artí­
culo 6), com o se quiso en la intentona de reform a del 92. Pero, además, 
se consagra como un derecho fundam ental de los venezolanos el de par­
ticipar librem ente en los asuntos públicos (Artículo 62), se enuncian los 
"medios de participación y protagonism o del pueblo" en lo político, lo 
social y lo económico (Artículo 70), los diferentes tipos de referendos 
(nacional, estadal, municipal y parroquial -Artículo 71-, revocatorio -Ar­
tículo 72-; aprobatorio  -Artículo 74-), así com o la posibilidad de partici­
pación en la tom a de decisiones sobre planificación, ejecución y control 
de la política de las instituciones públicas de salud (Artículo 84) o en el 
proceso de educación ciudadana (Artículo 102). En el mismo sentido, hay 
previsiones para la eventual participación de los trabajadores y de la 
com unidad en el desarrollo de asociaciones de carácter social como co­
operativos, cajas de ahorro, m utuales y otras form as asociativas (Artícu­
lo 118); la participación de los pueblos indígenas en la dem arcación y 
garantía de la propiedad colectiva de sus tierras (Artículo 119) y en los 
asuntos políticos (Artículo 125); o la participación de la sociedad en el 
cuidado y protección del ambiente (Artículo 127). Todo esto complemen­
tado con el deber ciudadano de participar solidariam ente en la vida po­
lítica, civil y com unitaria de] país (Artículo 132).

En cuanto se refiere al Poder Público se establece que la adm inistración 
pública, entre otros principios, se fundam enta en la participación ciuda­
dana (Artículo 141) y que esta participación descansa, en buena medida, 
en el derecho de los ciudadanos a ser inform ados por la adm inistración 
pública (Artículo 143). En el ámbito municipal se consagra la iniciativa 
vecinal o com unitaria en la creación de Parroquias y otras entidades lo­
cales (Artículo 173) así como la posibilidad de transferencia a las com u­
nidades y grupos vecinales organizados de servicios prestados por Esta­
dos y M unicipios (Artículo 184). Las posibilidades de participación que 
abre la vigente Constitución llegan hasta la eventual integración de re­
presentantes de la sociedad en el Comité de Evaluación de Postulaciones 
del Poder C iudadano (Artículo 279), del Consejo N acional Electoral 
(Artículo 295), y al hablar del régimen socio económ ico de Venezuela se 
habla de la "planificación estratégica democrática, participativa y de con­
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sulta abierta" (Artículo 299). Obviam ente, se consagra la iniciativa ciu­
dadana en las enmiendas y reform as de la Constitución (Artículo 341) 
así com o en la eventual convocatoria de una Asamblea N acional Consti­
tuyente (Artículo 347).

4. LOS OBSTÁCULOS A LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
EN EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN.

A pesar de todas las condiciones que de una u o tra  m anera se han esta­
blecido para que la participación ciudadana se convierta poco a poco en 
la colum na vertebral de la descentralización, lo cierto es que los resulta­
dos, hasta ahora, son menguados. En algunos casos por lam entables va­
cíos que no han sido llenados todavía. En la m ayoría de las situaciones 
porque prevalecen las prácticas políticas del centralism o transferidas a 
las escalas estadal, m unicipal y local, con tanta fuerza que puede decirse 
que los fenóm enos malsanos de aquel se han reproducido en pequeño.

Tal vez el vacío más lam entable es el que se refiere a las Parroquias. Por 
m andato de la ley, “las Parroquias son dem arcaciones de carácter local, 
dentro  del territo rio  de un M unicipio, creadas con el objeto de descen­
tralizar la adm inistración municipal, prom over la participación ciudada­
na y la m ejor prestación de los servicios públicos locales"13 y "serán en­
tes auxiliares de los órganos de gobierno m unicipal v de participación 
local, a través de los cuales los vecinos colaborarán en la gestión de los 
asuntos comunitarios" (subrayados nuestros) 141. Sin embargo, en lo que 
luce com o una evidente contradicción dentro  de la ley o cuando menos 
con un insuficiente desarrollo  conceptual, resulta que “las Parroquias 
ejercerán las atribuciones que les sean delegadas por el órgano de go­
bierno municipal las cuales podrán tener carácter de gestión, consultivo 
y de evaluación. La delegación podrá hacerse para todas las Parroquias o 
sólo para algunas de ellas., "(subrayado nuestro) 1S. Resulta evidente que 
no hay proporción entre el m andato legal y la facultad discrecional que 
se o torga a los órganos del gobierno municipal para hacer de las Parro­
quias algo más que entelequias.

En Venezuela se ha producido una curiosa situación después de que se 
inició el m ovim iento de municipalización a raíz de la elim inación de los 
“distritos” com o las entidades en que se dividían los Estados. Se ha m an­
tenido la cristalización de los espacios político-territoriales de los veinte

13 Ibídem, Art. 32.
14 Ibídem, Art. 34.
15 Ibídem, Art. 35.
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Estados establecidos hace más de cien años,16 a pesar de que la urbani­
zación del país así com o la ocupación y desocupación de zonas destina­
das a la actividad económica parecieran aconsejar un acoplam iento de 
las nuevas realidades con una división territorial diferente, pero dentro  
de los Estados se ha operado una gran m ovilidad de linderos. La h ipóte­
sis que parece prevalecer para explicar este doble com portam iento  se 
em parenta con motivaciones de orden político más que con el resultado 
de serios estudios. M uchos M unicipios y Parroquias de los surgidos con 
posterioridad a 1989 han nacido para alim entar el juego de la demagogia 
política, crear ilusiones en los pobladores de pequeñas circunscripcio­
nes y facilitar la clientelización de la función pública municipal por par­
te de los partidos y de quienes quieren iniciar una carrera política. Tam­
bién por conveniencias y cálculos, en el país ha faltado voluntad para 
evaluar si se justifica a estas alturas de nuestra historia una división po ­
lítico territorial com o la que tenem os, con Estados desproporcionada­
m ente extensos en algunos casos (Bolívar, Amazona, Zulia), form acio­
nes m etropo litanas con pertenencia  a diversas en tidades federales o 
m unicipales (Caracas con pertenencias al D istrito  Federal y al Estado 
M ira n d a , B a rc e lo n a -P u e r to  La C ru z  en  el E s tad o  A n z o á te g u i;  
Acarigua-Araure en el Estado Portuguesa; Caja Seca y N ueva Bolivia en 
los Estados Zulia y M érida; San Cristóbal y Táriba en el Estado Táchi- 
ra), o la germ inación de dinamismos demográficos, económicos y de o tra 
índole que desde hace tiem po están exigiendo un tratam iento  que desa­
fía el status (por ejem plo, las propuestas de que la Costa O riental del 
Lago de M aracaibo, el Alto Apure, el Sur del Lago de M aracaibo debe­
rían constituir nuevas entidades federales). La presencia de estos p ro ­
blemas perturba el más adecuado tratam iento de las cuestiones que in­
teresan a la gente y, en particular, el relativo a la participación ciudadana.

En el mismo sentido, pesa m ucho lo que pudiéram os llamar la "cultura 
política del centralismo". Sin exagerar puede decirse que el largo cam i­
no que siguió la cultura centralista en Venezuela encontró su prim er abono 
en el fracaso de la Prim era República y de la Constitución de inspiración 
norteam ericana que se adoptó  cuando el país nació a la vida indepen­
diente, En m edio de los vaivenes del siglo XIX el proceso de centraliza­
ción lo consolida la llegada de los andinos al poder y, sobre todo, la larga 
dictadura de Juan Vicente Gómez. Pero lo que pudiera sorprender es que 
la culm inación de ese proceso, llevado hasta los más increíbles detalles, 
tiene lugar en los últimos cuarenta años de nuestra vida republicana, justo

16 Los tres últimos Estados nacidos en los años noventa y con los cuales se suman veinti­
trés, no fueron resultado de la revisión de límites y realidades de los Estados preexisten­
tes, sino la transformación de territorios federales en Estados.
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cuando se conform ó la experiencia dem ocrática venezolana. N o solo las 
grandes decisiones políticas y económicas de la nación tienen que pasar 
por el centro del poder sino que las más im portantes determ inaciones 
que conciernen a los Estados y a los M unicipios, deben someterse a las 
mismas pautas. Y la cuestión no se circunscribe a la esfera pública sino 
que com prende igualmente el dom inio de la iniciativa privada.

En nuestro país, todavía hoy y después de doce años de vigencia de los 
instrum entos legales básicos de la descentralización, ningún aspirante a 
representar un Estado en la Asamblea N acional, a las Gobernaciones o a 
las Alcaldías, a los Consejos Legislativos Estadales o a las funciones edi- 
licias, adquiere form a si no recibe antes la confirm ación de las direccio­
nes nacionales de los partidos políticos o Jefe del Estado. Y los G ober­
nadores y Alcaldes en ejercicio, electos ya por el voto popular, a pesar 
del m ejoram iento sensible de las finanzas públicas de las entidades fede­
rales y municipales, continúan en una perm anente rom ería por ante las 
oficinas del Presidente de la República, los despachos m inisteriales y el 
Palacio Legislativo Federal buscando la solución de problem as que de­
berían ser resueltos en cada Estado o M unicipio. El Funcionam iento del 
m odelo de dem ocracia de partidos, tal y com o operó  desde el 18 de oc­
tubre de 1945 y que representó, en su m om ento, un amplísimo m arco 
para el desarrollo de la dem ocracia; term inó por establecer un sistema 
de am arras tan vasto sobre las más diversas m anifestaciones de la vida 
política nacional, regional y municipal que ahogó la riqueza de formas 
de la participación ciudadana que podrían  haber aparecido y que, de 
hecho, subyacen en los Estados y en los M unicipios. Lo lam entable es 
que, a contrapelo  de la letra de la nueva Constitución, los pro-hom bres 
de la "Revolución Bolivariana", en la práctica, han consagrado un régi­
m en más absorbente todavía de la participación ciudadana.

En la misma dirección actúa lo que se puede denom inar la "cultura del 
petróleo", estudiada y caracterizada exhaustivam ente p o r distinguidos 
analistas nacionales. Setenta y C inco años de econom ía petro lera  han 
term inado por im poner sobre el país un severo patrón  productivo, un 
m odelo de Estado y una m anera de ser de los venezolanos que nos ha 
m arcado indeleblem ente. El gran poder del Estado centralista se conso­
lidó gracias a ingentes recursos financieros aportados po r la explotación 
de la riqueza petrolera y, junto con ese poder, la expansión del populis­
mo y de las prácticas paternalistas oficiales. La riqueza fácil del petróleo 
ha im posibilitado la form ación de una conciencia productiva entre los 
habitantes del país y ha establecido un tipo de relación entre el ciudada­
no y el Estado en virtud del cual estamos persuadidos de que frente al 
Tesoro Público sólo tenem os derechos. La base de la expansión de la 
corrupción y de las prácticas el ¡entelares de los partidos se encuentran
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en un tipo  de sociedad y en un com portam iento político en los que se 
considera por parte de muchos funcionarios corrom pidos que robar al 
erario nacional no es robar a nadie en particular y que se puede m ante­
ner una frondosa burocracia (vale decir los redivivos ejércitos de los 
señores feudales) si quien la paga no es el bolsillo de un líder sino las 
arcas del Estado. H a calado tan profundam ente en este sentido la cultu­
ra del petróleo que después de veinticuatro años seguidos de crisis eco­
nóm ica y de m om entos en que las circunstancias han obligado al Estado 
central y a los M unicipios a hacernos pagar unos im puestos que hace 
apenas quince años eran com pletam ente desconocidos para todos noso­
tros, no solam ente no se ha producido una conm oción política y social 
en el país sino que a pesar de haber llegado la población venezolana a 
unos niveles de pobreza generalizada francam ente inquietantes, los re­
cursos provenientes de la industria petro lera perm iten disfrazar los d ra­
máticos m om entos por los que atraviesa la República. Esto fue así, in­
cluso, con la caída que experim entaran los precios del petróleo en 1998 
y sigue siéndolo en la actualidad.

Finalm ente, estim o que la adopción de la institución de la reelección 
inm ediata de G obernadores y de Alcaldes en la oportunidad de sancio­
nar los instrum entos legales de la descentralización y que la nueva C ons­
titución ha reforzado con creces pues extendió la duración de los m an­
datos del Presidente, de los Gobernadores y de los Alcaldes, han terminado 
conspirando contra cualquier esfuerzo que se haga para profundizar la 
participación ciudadana en los asuntos públicos. Consagrar constitucio­
nalm ente los períodos de cuatro años para el ejercicio de las funciones 
de G obernadores y de Alcalde y, en contrapartida, establecer el derecho 
a la reelección en el periodo inm ediato siguiente y la posibilidad de una 
nueva elección, con la eventual consecuencia de o tra reelección inm e­
diata, es el peor erro r en que pudo incurrir el legislador de 1989 y el 
C onstituyente de 1999. A este respecto, no solo ignoram os las malas 
experiencias que los "segundos gobiernos" han dejado como herencia en 
nuestra vida republicana, sino que hicimos caso omiso de las dudas que 
em bargaron a los redactores de la Constitución de 1961, los cuales cre­
yeron resolver el problem a de la reelección presidencial prohibiéndola 
en form a inm ediata y perm itiendo una nueva elección luego de transcu­
rridos dos períodos constitucionales, es decir diez años, con lo cual cal­
cularon que serían imposible en la práctica (por razones de edad y por 
otras causas) que algún Presidente dem ocrático pudiera optar a un se­
gundo período. A estas alturas tenem os la dem ostración con que no con­
tábam os en 1989. Pero, además, sin darnos cuenta creamos las condi­
ciones para que pudiera reproducirse la situación contra la cual más se 
advirtió en la discusión pública que precedió al proceso de descentrali­



DEMOCRACIA, DESCENTRALIZACIÓN Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA 143

zación, la posibilidad del resurgim iento del caudillismo estadal y del ga­
m onalism o municipal. Con el tratam iento que se le dio a la reelección de 
G obernadores y de Alcaldes, una vez que pase la ilusión -y en algunos 
casos el desvarío- de que el paso siguiente de un G obernador electo es la 
Presidencia de la República, los efectos pueden ser los de consolidar un 
poder regional o local a base de cultivar una clientela al servicio perso­
nal con los recursos del Estado. Ya existen al lado de las clientelas nacio­
nales, clientelas estadales y municipales, un subproducto que es el ros­
tro  op u esto  de la p a rtic ip ac ió n , básicam ente  p o rq u e  el c lien te  no 
participa, actúa según ordenes e instrucciones y crea una barrera  infran­
queable álrededor de los centros de decisión.

CONCLUSIÓN

En la hora de la descentralización, no basta con la convicción de im por­
tantes sectores nacionales a favor de este proceso para conseguir el p ro ­
pósito de desm ontar la tupida red de intereses tejida alrededor del cen­
tralismo. Tampoco son suficientes la elaboración de una teoría política 
que repiense la dem ocracia venezolana como una realidad que funcione 
arm ónicam ente en todo el territo rio  nacional, ni la prom ulgación de le­
yes nacionales que sirvan de m arco al proceso descentralizador. "Bus­
cando solo desconcentrar y descentralizar en la esfera productiva y ad­
m inistrativa, se han agravado los problem as, de tal m anera que, en la 
práctica las políticas de desarrollo regional solo han servido para subsi­
diar el desarrollo industrial capitalista. Debe, en verdad, desconcentrar­
se y descentralizarse, pero a la vez debe dársele a la com unidad hum a­
na que habita y trabaja en una región, significación política, presencia 
real en la tom a de decisiones que atañen a la construcción de su propia 
historia"17. Para que la descentralización no pueda ser escam oteada des­
de Caracas es preciso que en cada Estado de la República surja y se de­
sarrolle un m ovim iento social capaz de concientizar a la com unidad es­
tadal acerca de las bondades del cambio y de facilitar que los más distintos 
sectores de la colectividad regional se incorporen a las luchas, a las m i­
les de pequeñas batallas que todavía hay que librar para que el desm on­
taje del centralism o se convierta en una realidad irreversible, sin las de­
form aciones, desviaciones y vicios que vienen gangrenando a nuestra 
democracia.

Y para que la dem ocracia se reconstituya y recupere su fuerza m oral es 
necesario ensanchar su base de sustentación. El sistema de libertades

17 José Mendoza Angulo: "La fuerza del regionalismo" en PROYECTO PARA UNA CRI­
SIS (CRITICA DE LA UNIVERSIDAD POPULISTA), Mérida, ULA, 1983.
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públicas puede ser falsificado cuando un reducido grupo de personas 
adquiere la capacidad de decidir por las m ayorías sin que estas conser­
ven la posibilidad de som eter a evaluación y, eventualm ente corregir, las 
determ inaciones que los representantes han tom ado. Por estas razones, 
la descentralización y la participación ciudadana se convierten en dos 
poderosos impulsos en el proceso de reconstrucción de nuestra dem o­
cracia. Com o se com prenderá, por todo lo que hem os dicho, de lo que 
se tra ta  es de substituir unos hábitos políticos por otros, unos valores 
sociales por otros, unas prácticas que han perdido su carga dem ocrática 
po r otras que la restituyan y, también, reem plazar los viejos agentes por 
nuevos protagonistas del acontecer social. Por eso insistimos que no es 
una cuestión de leyes, de teorías, de decretos o de discursos, aún cuando 
todo  eso forme parte del comienzo. En realidad, es un laborioso proceso 
cultural que hay que com enzar a trajinar cuanto antes para que gober­
nantes y gobernadores podamos substituir en el camino lo malo de lo viejo 
por lo bueno de lo nuevo, síntesis que, en definitiva, representará a la 
nueva cultura política. Esta nueva cultura política supone, por un lado, 
la presencia al frente de los poderes públicos, en la dirección de los par­
tidos y de las distintas expresiones organizadas de la sociedad civil, de 
líderes con un patrón de com portam iento diferente del que prevalece en 
la actualidad, alguien que se reconozca y que pueda ser reconocido com o 
un servidor de la com unidad y no como un zángano social; y por el o tro , 
unos ciudadanos que seamos menos conformistas, más vigilantes de nues­
tros derechos y m ucho más autónom os en nuestras determ inaciones.


